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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de junio de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.558
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado de la señora Elvia Rosa Navarro Valle en contra del fallo de tutela emitido 12 de mayo de 2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Secretaría de Educación Departamental de Cesar.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Manifestó el apoderado judicial de la señora Elvia Rosa Navarro Valle que el día 11 de mayo de 2015 remitió a la entidad accionada un derecho de petición a través del cual solicitó la expedición de los tiempos laborados entre los años 1984 y 2005 en formato CLEP, con fines prestacionales exigidos por Colpensiones, además de la expedición en formato 1, 2 3b CLEP, que indicaran los salarios devengados mes por mes y año por año, incluyendo factores prestacionales. 

Adujo que la Gobernación del Cesar mediante comunicación del 27 de mayo de 2015 le informó que una vez consultadas las bases de datos de la Secretaría de Educación de ese departamento, la hoja de vida de la accionante no aparecía registrada, motivo por el cual no se podía expedir la documentación pretendida. 
De conformidad con el formato 1 enviado por la Alcaldía Municipal de Valledupar – Secretaría de Educación, la señora Navarro Valle, efectivamente laboró en la entidad tutelada durante el lapso comprendido entre los años 1984 y 2002.  

2.2. En el acápite de pretensiones, solicitó que se diera respuesta de fondo al requerimiento elevado el 11 de mayo de 2015 ante la Secretaría de Educación de Cesar. 
2.3. El apoderado de la accionante adjuntó con la demanda el original de poder para actuar dentro de este trámite, y copia de los siguientes documentos: i) derecho de petición dirigido a Secretaría de Educación Departamental de Cesar con fecha de recibido el 11 de mayo de 2015; ii) respuesta de la entidad demandada mediante oficio CSD EX 105 del 27 de mayo de 2015; iii) cédula de ciudadanía de la señora Elvia Rosa Navarro Valle; y iv) formato 1 certificado de información laboral de la Secretaría de Educación Municipal de Valledupar (Fls. 10-11). 
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL CESAR
 
Informó que la accionante y su apoderado judicial previamente habían presentado un amparo de tutela con iguales supuestos fácticos y jurídicos, vulnerando lo dispuesto en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991. 

La acción de tutela en comento contenía iguales hechos, pretensiones y derechos exigidos a la presente, y fue tramitada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro de la cual esa entidad elevó una solicitud de nulidad, y mediante oficio 556 del 30 de marzo de 2016, se le notificó que el amparo incoado había sido denegado por improcedente.     

Solicitó que se fallara desfavorablemente a las pretensiones de la actora y se compulsaran copias ante el CSJ para que se aplicaran las sanciones correspondientes en contra de la accionante y su representado. (Fls. 19-21)
A la contestación de la demanda anexó copia de los siguientes documentos: escrito de demanda de tutela presentada por los abogados Carlos Eduardo García Echeverry y Jaime Andrés Restrepo Botero, junto con los anexos, tramitada ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad radicada con el No. 66001 321 005 001 2016 00093; respuesta de la Gobernación del Cesar al Despacho mencionado con fecha del 12 de marzo de 2016;  fallo del 2 de marzo de 2016 proferido por el Juzgado 1º Laboral de esta ciudad, mediante el cual se dispuso tutelar el derecho de petición de la señora Elvia Rosa  Navarro Valle, y se ordenó a la Gobernación de Cesar – Secretaría de Educación Departamental que resolviera de fondo la petición elevada el 11 de mayo del año en curso; escrito del 11 de mayo de 2016 por medio del cual la jefe de la oficina asesora de asuntos jurídicos del Departamento del Cesar mediante el cual solicitó al juzgado laboral mencionado la nulidad del fallo proferido por indebida notificación de la demanda de tutela.  (Fls. 25-60)
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

4.1. Antes de proferirse la sentencia de primera instancia, el juzgado obtuvo copia de la sentencia del 30 de marzo del año que avanza mediante la cual el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira resolvió denegar la acción de tutela, en consideración a que la Secretaría de Educación Departamental de Cesar había dado respuesta al requerimiento de la peticionaria mediante el oficio de fecha 27 de mayo de 2015 (folio  62-64). 
4.2.  Mediante sentencia proferida el 12 de mayo de 2016, el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, resolvió declarar improcedente la acción de tutela ante la duplicidad de acciones constitucionales tendientes a ordenar a la Secretaría de Educación Departamental de Cesar a dar respuesta a la solicitud del 11 de mayo de 2015. También dispuso la compulsa de copias para que se adelantara la investigación correspondiente en contra del apoderado judicial de la señora Navarro Valle. 

El representante judicial fue notificado del fallo antes descrito mediante el oficio No.1043 del 13 de mayo de 2016, recibido por “Natalia Flórez” (folio 74), el que según constancia del notificador se hizo entrega del mismo  el 17 de mayo de 2016 (folio 73). 
5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACIÓN

El doctor Carlos Eduardo García Echeverry dentro del término para impugnar la sentencia de primera instancia, 18 de mayo de 2016, allegó escrito en el que indicó no existía duplicidad de acciones judiciales ya que a la fecha los derechos fundamentales de su representada continuaban siendo vulnerados por la entidad tutelada ya que no se había expedido una respuesta de fondo a su solicitud, a sabiendas de que dicha documentación es requerida para que se realice el estudio pertinente sobre la reliquidación de la pensión de la señora Elvia Rosa Navarro Valle. 
El fallo de primer nivel desconoció el sentido del derecho de petición, el cual implica la obligación de dar respuesta de fondo y de manera clara y concreta las solicitudes. 
Pidió que se revocara el fallo proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad. (Fls. 76 y 77)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar la providencia, tal como lo solicitó el apoderado judicial de la señor Elvia Rosa Navarro Valle. 
6.3. Sea entonces pertinente hacer un examen previo sobre la configuración de temeridad.  Al respecto, el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 señala:

“Artículo 38. Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes…”.

6.3.1. De acuerdo a la norma anterior, la Corte Constitucional indicó:

 “…con lo dispuesto en el artículo 38 del Decreto 2591 se pretende evitar que los ciudadanos hagan un uso abusivo del derecho con la presentación de dos o más acciones dirigidas a la protección de derechos fundamentales basados en la misma situación fáctica, que además lesiona gravemente la prestación del servicio de la administración de justicia y cercena el derecho fundamental de otros ciudadanos para acceder a ésta, amén  de verse afectado el principio de lealtad procesal frente a la contraparte y la seguridad jurídica.

En tal sentido ha dicho esta Corporación que una actuación temeraria es “aquella que desconoce el principio de la buena fe, en tanto la persona asume una actitud indebida para satisfacer intereses individuales a toda costa y que expresa un abuso del derecho cuando deliberadamente y sin razón alguna se instaura nuevamente una acción de tutela”.[19]
En reiterada doctrina, la Corte ha sostenido que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse de forma concurrente los siguientes elementos:[20] i) identidad de partes, ii) identidad de causa petendi, iii) identidad de objeto y que se haya presentado nuevamente la tutela, iv) sin motivo expresamente justificado. Caso en el cual procede rechazar o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes. 
Empero este Tribunal Constitucional ha resaltado eventos en los que, pese a existir identidad de partes, identidad de pretensión e identidad de objeto, no se configura la actuación temeraria toda vez que la misma se funda 1) en las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos, 2) en el asesoramiento equivocado de los profesionales del derecho, 3) en nuevos eventos que aparecen con posterioridad a la acción o que se omitieron en el trámite de la misma u otra situación que no se hubiere tomado como fundamento para decidir la tutela anterior que involucre la necesidad de protección de los derechos, y 4) en la presentación de una nueva acción ante la existencia de una sentencia de unificación de la Corte Constitucional.[21]
Es más, este Tribunal ha dejado sentado en su doctrina que como el ejercicio de la acción de tutela es un derecho fundamental, las restricciones que se apliquen al mismo con el objeto de proteger el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, deben estar orientadas por la refrendación de que el accionante ha desplegado una conducta de mala fe,[22] o de tipo doloso[23] en la interposición de las acciones de tutela, de lo contrario no habrá lugar a imponer sanción alguna por temeridad.”  (Ver Sentencia T-169 de 2011)
6.3.2. Según lo acabado de subrayar, la Sala procede a establecer lo referente a la probable temeridad de la acción se configura en el caso sub examine: 

I) Dentro del presente trámite el apoderado judicial de la señora Elvia Rosa Navarro Valle solicitó la protección del derecho de petición de su mandante, con el fin de que se diera respuesta de fondo a la solicitud elevada el 11 de mayo de 2015 tendiente a obtener la expedición de unos formatos para el estudio de un derecho prestacional de la tutelante. En los hechos de la demanda el abogado de la accionante puso en conocimiento que el 27 de mayo de 2015 la entidad demandada le había dado respuesta a su requerimiento, en el sentido de que no era viable la expedición de la documentación pretendida por cuanto la hoja de vida de la señora Navarro Valle no aparecía inscrita en las bases de datos de esa entidad, pese a que la Secretaría de Educación Municipal de Valledupar había expedido un formato de la historia laboral de la actora, del que claramente se desprende que la demandante efectivamente laboró en el ente territorial departamental entre los años 1984 y 2002 (folio 2).
II)  Ahora bien, revisado el trámite de tutela adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, el motivo que llevó al apoderado judicial de la señora Navarro Valle fue el hecho de que la Secretaría de Educación Departamental de Cesar no había emitido respuesta alguna a la solicitud del 11 de mayo de 2015 y en tal sentido, solicitó que se diera respuesta a esa petición (folio 25). 
Revisadas ambas demandas de tutela, la Sala encuentra las siguientes similitudes:

i) Identidad de partes: Elvia Rosa Navarro Valle en contra de  la  Secretaría de Educación Departamental de Cesar.
ii) Identidad de causa petendi: la expedición de los tiempos laborados entre los años 1984 y 2005 en formato CLEP, con fines prestacionales exigidos por Colpensiones, además de la expedición en formato 1, 2, 3b CLEP, que indicaran los salarios devengados mes por mes y año por año, incluyendo factores prestacionales.

ii) identidad de objeto: que se proteja el derecho de petición en el sentido de que se dé respuesta de fondo al derecho de petición del 11 de mayo de 2015 presentado ante el Departamento del Cesar – Secretaría de Educación Departamental.

6.3.3. De acuerdo a lo anterior, en las demandas de tutelas presentadas ante el  Juez 1º Laboral del Circuito y el Juzgado 2º Penal del Circuito, ambos de esta ciudad, la Sala observa que existe identidad en las partes, los hechos y las pretensiones.  Sin embargo, en el caso bajo estudio, debe tenerse en cuenta que el abogado García Echeverry admitió ante el Juzgado 2º Penal del Circuito que el 27 de mayo de 2015 la Gobernación del Cesar le había respondido a la señora Elvia Rosa Navarro Valle que en la base de datos del archivo de la Secretaría de Educación Departamental del Cesar no aparecía adscrita su hoja de vida y por tanto, no podían ser expedidos los formatos 1,2 y 3B solicitados. Igualmente, el mencionado abogado le indicó al juzgado fallador, como un hecho nuevo, que la Secretaría de Educación Municipal – Alcaldía Municipal de Valledupar expidió el Formato No.1 en el que consta que la señora Navarro Valle había laborado para el Departamento del Cesar en el período comprendido entre 1984 al 2002, expedido el 28 de enero de 2016, visible a folio 10, prueba sobre la cual ningún pronunciamiento hizo la entidad demandada. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente:

“(…) es posible que luego de presentada una acción de tutela en donde se exponen unos hechos y derechos concretos, con posterioridad pueda presentarse otra por el mismo solicitante y con base en similares hechos y derechos, pero con la connotación de que han surgido elementos nuevos o adicionales que varían sustancialmente la situación inicial. En esos casos sí es procedente la acción y no podría ser catalogada como temeraria[6]”[7]. En ese sentido, sobre las circunstancias que pueden justificar la interposición de una nueva acción de tutela la Corte indicó que estas pueden “derivarse de la presencia de nuevas circunstancias fácticas o jurídicas, o del hecho de que la jurisdicción constitucional al conocer de la primera acción no se pronunció sobre la real pretensión del accionante[8]. Es más, un hecho nuevo puede ser, y así lo ha considerado la Corte[9], la consagración de una doctrina constitucional que reconoce la violación de derechos fundamentales en casos similares” (Ver Sentencia T-327 de 2013)

6.3.4. Así las cosas, esta instancia en sede de tutela concluye que el abogado de la señora Navarro Valle no desplegó una actuación de mala fe ni temeraria, pues pese a la duplicidad de acciones, la pretensión principal del impugnante es que la Secretaría de Educación Departamental del Cesar responda a la señora Navarro Valle su solicitud del 11 de mayo de 2015, teniendo en cuenta el tiempo laborado por la misma  entre el año 1984 y 2005. En  relación con el derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

Así mismo, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza:  “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

La  Corte Constitucional de manera reiterada
, ha dicho que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá “con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario.”   Por ende, se vulnera este derecho cuando (i) la entidad deja de emitir una respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a “pronta resolución”, (ii) la supuesta respuesta se limita a evadir la petición, o carece de claridad, precisión y congruencia, (iii) o no se comunique la respuesta al interesado
.
6.3.5. De acuerdo al precedente jurisprudencial sobre el derecho de petición, la Sala al examinar la solicitud radicada por la parte actora ante la Secretaría de Educación Departamental del Cesar el 11 de mayo de 2015, advierte que esa entidad respondió la misma mediante el oficio CSD-ex-1’5 del 27 de Mayo de 2015, aun cuando lo comunicado no haya sido favorable a lo demandado por la actora, toda vez que el derecho de petición no lleva implícito una respuesta satisfactoria a las pretensiones del peticionario.  En  este orden de ideas, la Corte Constitucional ha sido clara en señalar que: “el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
. 

6.3.6.  Así las cosas, este Tribunal concluye que la Secretaría de Educación Departamental del Cesar no vulneró a la accionante su derecho fundamental de petición, máxime que en la foliatura no quedó acreditado que  la señora Navarro Valle o su apoderado con base en el formato de historia laboral expedido por la Secretaría de Educación Municipal de Valledupar, hubiera presentado un nuevo requerimiento para que se aclarara su situación a fin de que se expida la documentación pretendida. En conclusión, ante la falta de prueba del hecho generador de vulneración o  amenaza de conculcación del derecho fundamental de petición en los términos como ahora los solicita el abogado de la actora, no se hace necesaria la intervención del juez de amparo a fin de garantizar dicha prerrogativa, con fundamento en lo o dispuesto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991, que señala lo siguiente: “La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 de esta ley (…)” , con lo cual se configura un hecho superado en el presente caso.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR por una razón diversa, como lo es la existencia de un HECHO SUPERADO, la sentencia de tutela proferida el 12 de mayo de  2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el apoderado de la señora Elvia Rosa Navarro Valle.

SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTO el numeral 2º del fallo de primera instancia en el cual se dispuso “Compulsar copias con destino a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda  para que se adelante, si lo consideran procedente, la correspondiente investigación en contra del abogado Carlos Eduardo García Echeverry”
TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
(Con permiso)
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Folio 19-60


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� T- 249 de 2001 “…pues no puede tenerse como real contestación la que sólo es conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información”. T-912 de 2003 en la que se dice:” según lo tiene establecido la Corte, una respuesta dirigida al juez de tutela no constituye una respuesta clara y oportuna notificada al interesado”.


� Sentencia T-146 de 2012
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